	Fecha
	17 de julio de 1979
	Sesión número
	40

	Motivo: Amparo

	Recurrente: OTTO RIGG GONDREZ 

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y SEGURIDAD PÚBLICA Y DIRECTOR DE LA GUARDIA CIVIL

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que ha ocupado 3 fincas distintas situadas en calle 2° entre avenidas 8° y 10°; que en juicio de desahucio se ordenó su lanzamiento de 2 de ellas, que ya desocupó; que la primera finca nunca fue objeto del desahucio, y que se pretende su desalojo de un lugar de donde nadie puede sacarlo, por cuanto no hay orden judicial que lo diga.

	Respuesta del recurrido: Se solicitó a la Alcaldía Primera Civil de San José el juicio de desahucio establecido por el Banco Popular contra el recurrente; en el que consta que se declaró con lugar la demanda de desahucio, para lo cual estimó que “de los propios, prolijos y extensos alegatos del demandado, se llega a la conclusión de que no es arrendatario sino que ocupa en precario un lote de las fincas de que es propietario el Banco actor”.

	Parte dispositiva
	Se rechaza de plano. El Amparo no procede contra resoluciones judiciales ni contra la ejecución de esas resoluciones, encomendadas por ley a las autoridades administrativas (artículo 3° inciso b) y c) de la Ley). Los Magistrados Coto, Retana, Odio y Vallejo votaron por dar trámite al recurso, a reserva de lo que se pueda resolver en cuanto al fondo, una vez oídas las explicaciones de los funcionarios contra quienes se dirige el amparo.


N° 40
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las diez horas del día diecisiete de julio de mil novecientos setenta y nueve, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Odio, Retana Jacobo, Vallejo, Cob, Blanco, Fernández, Carvajal, Valverde, Zavaleta, Villalobos, Benavides y Saborío.
Artículo II
El señor Otto Rigg Gondrez plantea un recurso de Amparo contra el señor Ministro de Gobernación y Seguridad Pública y contra el señor Director de la Guardia Civil para que se le mantenga o restituya en el goce de los derechos que se refieren los artículos 22, 23 y 45 de la Constitución Política, y al efecto alega los siguientes hechos:

Que teóricamente he venido ocupando tres fincas distintas situadas en calle segunda entre avenidas octava y décima, que son las números 21.552, 7323 y 75797; que en juicio sumario de desahucio se ordenó su lanzamiento de las dos últimas fincas, las que ya desocupó; que la primera finca nunca fue objeto del desahucio; que la orden de lanzamiento expresamente dice que se trata de las otras dos fincas, con indicación de sus medidas, linderos y demás datos, a fin de que no se cometan abusos, ya que el exponente también vive con su familia “y unos niños refugiados nicaragüenses en una finca que queda contiguo a una de las propiedades mencionadas”; y que violando la orden judicial y desde luego los derechos fundamentales de la Constitución, consagrados en el artículo 22, se pretende su desalojo de un lugar de donde nadie puede sacarlo, por cuanto no hay orden judicial que lo diga.


El recurrente agrega otras alegaciones para poner de manifiesto que está ocupando una propiedad que no es ninguna de las cuales se refiere la orden de desalojamiento; y acompaña copias fotostáticas de un escrito dirigido al Ministerio de Seguridad Pública y Gobernación en que se opone al desalojo y dos planos de los inmuebles a que ha hecho referencia.

Finalmente solicita que se suspenda la orden de lanzamiento, de acuerdo con el artículo 13 de la Ley de Amparo.


Se solicitó a la Alcaldía Primera Civil de San José el correspondiente juicio de desahucio establecido por el Banco Popular contra el señor Rigg Gondrez. En dicho juicio consta que el señor Juez Primero Civil de San José, en sentencia de las quince horas del diecisiete de mayo del año en curso, declaró con lugar la demanda de desahucio, para lo cual estimó que “de los propios, prolijos y extensos alegatos del demandado, se llega a la conclusión de que no es arrendatario sino que ocupa en precario un lote de las fincas de que es propietario el Banco actor”.


Previa deliberación se acordó, por mayoría, rechazar de plano el recurso, con base en las siguientes razones:

a) Porque el Amparo no procede contra resoluciones judiciales ni contra la ejecución de esas resoluciones, encomendadas por ley a las autoridades administrativas; (artículo 3° inciso b) y c) de la Ley).-

b) Porque el recurrente no invoca ningún derecho de propiedad, ni tampoco es titular de un derecho de arrendamiento, que pueda ser tutelado mediante la garantía prevista en el artículo 45 de la Constitución, de suerte que, al descartarse el posible quebranto de esa norma constitucional, tampoco puede existir infracción de los artículos 22 y 23 de la propia Constitución; y

c) Porque cualquier problema sobre los alcances de la orden de desalojamiento expedida por la Alcaldía Civil que conoce del desahucio, debe plantearse ante ese mismo Tribunal, para que resuelva lo que corresponda.

Así se dispuso con el voto de los Magistrados Jacobo, Cob, Blanco, Fernández, Carvajal, Valverde, Zavaleta, Villalobos, Benavides y Saborío.

Los Magistrados Coto, Retana, Odio y Vallejo votaron por dar trámite al recurso, a reserva de lo que se pueda resolver en cuanto al fondo, una vez oídas las explicaciones de los funcionarios contra quienes se dirige el amparo. 
